
Una jornada más, con las mis-
mas caras de hace dos años. Los
relojes marcaban las 10:45 horas
de la mañana de ayer, cuando
María Teresa Barrientos, presi-
denta del 3° Tribunal Oral en lo
Penal de Santiago, le pregunta a
la defensa de los acusados por el
caso SQM si estaban de acuerdo
con la lectura resumida de uno de
los tantos libros contables presen-
tados en el proceso. Tras cinco
minutos revisando la evidencia,
los intervinientes aceptan. En ese
momento, Alexander Silva, abo-
gado del Servicio de Impuestos
Internos (SII) reanuda su inter-
vención, que había iniciado cerca
de las 9:00 de la mañana.

“Comenzaré con la incorpora-
ción del libro de retenciones de
honorarios del período diciembre
de 2009”, dice Silva. Luego, reto-
ma lectura: “Número de boleta,
23; fecha boleta, 25-11-09; valor,
5.555.555; porcentaje, 10%; re-
tención, 555.555; monto líquido,
cinco millones”. Con pausas para
beber agua y refrescar la gargan-
ta, que incluso provocaron bro-
mas de los asistentes, Silva siguió
realizando el mismo ejercicio du-
rante toda la jornada y eso no es
una excepción: el SII lleva deta-
llando desde el 2 de enero docu-
mentos tributarios.

n Solo sin comparecencia
de acusados durante exhibi-
ción de prueba documental

Los ocho acusados —entre los
que se encuentran el expresi-
denciable del PRO Marco Enrí-
quez-Ominami, ME-O, y el ex-
senador Pablo Longueira, ade-
más del exgerente general de
SQM Patricio Contesse— no es-
tán presentes. Ni siquiera de for-
ma telemática. Se decidió que en
el caso de pruebas documentales
no era necesaria su comparecen-
cia física ni remota, aunque sí
para otra prueba exhibida, por
ejemplo, la testimonial. Así, su
“régimen” de asistencia al juicio
se va definiendo semana a sema-
na, de acuerdo con la programa-
ción de las audiencias.

Según los cálculos entre los
abogados en el juicio, la exposi-
ción del SII debería terminar a fi-
nes de marzo, cuando finalice la
presentación de los cuatro libros
auxiliares por cada mes de los
seis años que abarca la investiga-
ción del caso. Hoy, se reanuda el
juicio con la exposición de los

documentos correspondientes a
2010. En total, se estima, son
más de 1.300 boletas y facturas.
Posteriormente, será el turno del
Consejo de Defensa del Estado y
luego de la fundación Ciudada-
no Inteligente, también quere-
llantes. Solo tras ello será el tur-
no de la defensa.

n En el escenario más opti-
mista, el juicio podría termi-
nar en mayo

¿Cuándo acabaría el juicio?
“No antes de mayo”, dicen los
más optimistas. “Para junio, sí o
sí deberíamos tener una senten-
cia”, apuntan otros. 

La intervención del SII se vio
interrumpida a fines de enero y
principios de febrero, por el re-
ceso por vacaciones de las tres
magistradas —Barrientos, Clau-
dia Santos y Carolina Paredes—,
situación que también se dio en
la antesala del primer “aniversa-
rio” del caso el año pasado. Eso
sí, cuentan quienes participan
del proceso, se ha controlado es-
trictamente la cantidad de rece-
sos, puesto que pasarse del lími-
te permitido podría significar la
nulidad del juicio. Además, hay
una cuarta jueza “de reserva”,
en caso de que alguna de las titu-
lares tuviera un inconveniente.

n “Pruebas repetidas” y
testigos fallecidos, entre
cuestionamientos

Joanna Heskia, abogada defen-
sora de Longueira, comenta que le
“parece inaceptable, el sistema no
resiste juicios de esta naturaleza,
el gasto que significa, el compro-
miso de recursos fiscales y lo que
implica poder solventar una de-
fensa durante todo este tiempo”.

También, señala que hay que
considerar que “no se eximió en-
teramente a los acusados de es-
tar presentes y, por lo tanto, ade-
más, han debido estar por meses
presenciando un juicio en que se
ha presentado prueba sobrea-

bundante, repetida, impertinen-
te. Esto no debió haber sido así”.

A su vez, Samuel Donoso, de-
fensa de Contesse, advierte que
“un juicio tan largo afecta la esen-
cia de lo que se buscó con la refor-
ma procesal penal, donde justa-
mente se buscaba agilidad en la
justicia”. Esto “daña las pruebas
y, por ende, el derecho a defensa”.
Aquello se manifiesta, dice, en
que “durante el juicio vimos que
la gran mayoría de los testigos no
se acordaba de los hechos”, o en
que al menos ocho “muy relevan-
tes para la defensa, fallecieron”.

Y en su opinión, “lo que ha
provocado esto es el actuar de la
Fiscalía Regional de Valparaíso,
que ha dilatado el juicio, con
pruebas repetidas, impertinen-
tes, innecesarias, que agrupó a
ocho acusados en un mismo jui-
cio siendo innecesario”. Varios
intervinientes mencionan la re-

petición de pruebas.
Ciro Colombara, abogado de

ME-O, en tanto, afirma: “Nos
parece una falta de probidad el
derroche de recursos públicos
que se está haciendo en este ca-
so, más aún porque las multas
que se solicitan son mucho me-
nores al costo que hasta ahora ha
significado el juicio”.

Desde la fiscalía han dicho so-
bre las críticas a la duración de
un juicio que en la audiencia de
preparación de juicio oral se re-
visó toda la prueba ofrecida por
el Ministerio Público y se retiró
una parte importante de ella.
Puntualizándose que estos re-
clamos ya fueron expuestos por
las defensas y se rechazaron “en
su inmensa mayoría”. 

Se ha recordado, además, que
esta es una causa que acumula
más de 14 mil documentos, 600
testigos y cerca de 50 peritos.

Meses y meses de lectura de boletas y facturas han marcado el proceso, según intervinientes

Duración “inaceptable” y “costosa”:
juicio del caso SQM cumple dos años
y sería de los más largos de la reforma

EDUARDO CANDIA Y OLIVER RODRÍGUEZ

Entre los abogados, además, se advierte que la extensión que ha
tenido esta etapa de la causa escaparía al espíritu de la nueva
justicia penal, que desde su concepción buscó acortar los plazos
y dar solución oportuna a los conflictos judiciales.

AUDIENCIA.— Durante la audiencia, donde se leen cientos de documentos tributarios, los intervinientes a ratos se
distraen y revisan sus teléfonos, sus correos electrónicos y portales de noticias. 
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‘‘Un juicio tan largo afecta la esencia de lo
que se buscó con la reforma procesal penal, donde
justamente se buscaba agilidad en la justicia”.
.........................................................................................................................................

SAMUEL DONOSO
ABOGADO DE PATRICIO CONTESSE

‘‘El sistema no resiste juicios 
de esta naturaleza, el gasto que significa, 
el compromiso de recursos fiscales y lo que implica
poder solventar una defensa”.
.........................................................................................................................................

JOANNA HESKIA
ABOGADA DE PABLO LONGUEIRA

‘‘Las multas que se solicitan son mucho menores
al costo que hasta ahora ha significado el juicio”.
.................................................................................................................................................

CIRO COLOMBARA
ABOGADO DE MARCO ENRÍQUEZ-OMINAMI

Mientras su defensa prepara
un alegato para revertir nueva-
mente la prisión preventiva de
Cathy Barriga, el Ministerio
Público se prepara para impu-
tarle nuevos delitos en el marco
de su gestión como alcaldesa de
Maipu. La razón: la Fiscalía
Metropolitana Oriente solicitó
al 9° Juzgado de Garantía de
Santiago fijar una
audiencia para re-
formalizar a la ex-
j e f a c o m u n a l ,
quien se encuentra
en prisión preven-
tiva por fraude al
fisco y falsifica-
ción y uso malicio-
so de instrumentos públicos.

Esta vez el órgano persecutor
le imputará cargos por malver-
sación de caudales públicos y
negociación incompatible. 

En su escrito, el fiscal (s) Fe-

lipe Salazar le atribuye ambos
delitos en grado de “consuma-
dos” y dice que fueron “come-
tidos entre 2016 y 2021, mien-
tras se desempeñó en el cargo
de alcaldesa”. La audiencia fue

f i j ada para e l 15
abril a las 9:30 ho-
ras, mientras que
el mismo tribunal
a g e n d ó p a r a e l
próximo lunes la
revisión de la pri-
s i ó n p r e v e n t i v a
que afecta a Barri-

ga desde el pasado 26 de di-
ciembre, cuando se revocó su
arresto domiciliario. La revi-
sión la pidió su defensa, enca-
bezada por el abogado Cristó-
bal Bonacic, quien asegura que

se presentarán nuevos antece-
dentes con miras a una caute-
lar menos gravosa.

En cuanto a la reformaliza-
ción, Bonacic señala que esta
“responde al trabajo mancomu-
nado que está haciendo la fisca-
lía con el querellante, Municipa-
lidad de Maipú, y es una manera
de poder contrarrestar el hecho
de que la imputación original se
ha ido desmoronando”

n “Su única función era ser
la niñera”, según testigo

Entre los elementos con que
cuenta la fiscalía en la indagato-
ria se encuentra la declaración
de Luis Japaz, exmano derecha
de la otrora alcaldesa, quien
planteó ante los investigadores

la existencia de diversas irregu-
laridades, incluyendo el pago de
cuidadoras de uno de sus hijos
con dineros fiscales, según con-
signó en enero El Ciudadano. 

“Me enteré de lo de Kimberly
Guajardo, que estaba contrata-
da por el municipio pero era la
cuidadora de R. Quiero decir
que no en forma infantil, sino
que de forma muy consciente,
ella sabía que estaba cometien-
do un ilícito. Ningún asesor le
dijo que contratara con platas
fiscales a la niñera de su hijo, y
lo reiteró en cuatro ocasiones.
En las tres ocasiones posterio-
res yo me opuse. A ella le si-
guieron pagando muchos años
más, y su única función era ser
la niñera. Ella estaba 100%

matinal con fondos munici-
pales

También menciona que se ad-
virtieron problemas en la reali-
zación del programa matinal
“Renace tu mañana”, desde la
copa de agua de Smapa. 

“Le dije, no se puede hacer un
matinal, en la copa de agua de
Smapa, con recursos municipa-
les, y en su horario laboral. Ella
me dijo ‘eso no es así’ (…) Inclu-
so les dije que cómo lo iban a ha-
cer con el ruido del funciona-
miento de la copa de agua y te-
nían claro que había que cortar el
agua de Smapa. Carlos Fairlie in-
ventó que este era un programa
de ayuda social, y que por lo tan-
to era posible hacer el matinal
que la alcaldesa quería”, dijo.

consciente de que lo que estaba
haciendo no correspondía, pero
supe cuando la embarrada ya
estaba hecha. Todos sabían en
la administración que Kimberly
estaba para cuidar a R y se paga-
ba con fondos municipales”,
declaró Japaz.

El exfuncionario se encuentra
imputado por fraude al fisco y
falsificación de instrumento pú-
blico, encontrándose actual-
mente bajo la cautelar de arresto
domiciliario. En abril accederá a
un procedimiento abreviado. Es
decir, reconocerá responsabili-
dad en los hechos que se le im-
putan, pero su pena no podrá
superar los cinco años. 

n Advertencia sobre hacer

Su reformalización podría complicar el rebaja de su prisión preventiva:

Cathy Barriga enfrentará nuevos
cargos por eventual uso de fondos
fiscales para gastos personales

Exasesor Luis Japaz declaró ante investigadores que exalcaldesa
habría pagado con recursos municipales, entre otras cosas,
cuidadoras para su hijo. Medida cautelar será revisada el lunes.

OLIVER RODRÍGUEZ 

En enero, la
exalcaldesa
Cathy Barriga
fue trasladada a
la cárcel de San
Miguel, desde la
de San Joaquín,
por distintas
amenazas tras un
conflicto con la
imputada en el
caso Audio Leo-
narda Villalobos. 
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DEFENSA
Sus abogados atribuyen

nuevos cargos a
debilitamiento de
imputación inicial.
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No solo los intervinientes en el caso
cuestionan la duración del juicio (ver nota
principal), sino también penalistas ajenos a
este, pero que litigan en el sistema de
justicia reformado. Las implicancias de
estar 24 meses o más frente a un tribunal
incluso ya fueron abordadas por el Tribu-
nal Constitucional (TC), el que declaró que
la comparecencia obligatoria de los impu-
tados atentaría contra su libertad de
trabajo, entre otros derechos.

El académico de la Universidad Diego
Portales (UDP) y uno de los impulsores de
la reforma procesal penal, Cristián Riego,
dice que “lo que ocurrió en este juicio —y
que ya se ha venido reiterando en varios
juicios anteriores— es una situación muy
delicada, muy grave, que hace que la

justicia chilena en este tipo de delitos
(económicos) esté funcionando mal”.

“Hace que para los imputados los costos
del juicio sean enormes; imagínese lo que
significa tener abogados durante muchos
meses o años dedicados todo el día, aboga-
dos especializados, y también esos costos
son igualmente altos para el Estado, ya sea
en la figura del Ministerio Público, o de
otros abogados estatales, como son, a
veces, los de Impuestos Internos, los del
Consejo de Defensa del Estado”, ejemplifica.

En su opinión, “cuando se ingresa tanta
información a un juicio, como en este tipo
de juicios en los cuales durante meses los
jueces están escuchando datos, muchos de
los cuales son detalles, y luego tienen que
hacerse una idea sobre la pregunta funda-

mental, que es que si las personas enjuicia-
das son culpables o no, esto les cuesta
mucho, y redactar un fallo se transforma, a
su vez, en una tarea extraordinariamente
compleja y lo más probable es que a partir
de eso se empiecen a deteriorar las decisio-
nes, o sea, que los jueces terminen redac-
tando fallos que no expresan realmente lo
que han pensado, sino que se transforman
en elementos formales que resumen lo que
ha ocurrido durante el juicio, eso uno lo ve
todo el tiempo, y que no aportan mayor
información sobre lo que importa, que es
por qué los jueces valoraron la prueba en
tal sentido o en otro”.

Y, dice, “son múltiples los efectos que
esto puede tener; a su vez, complica las
investigaciones, todo el funcionamiento del

sistema y yo diría que lo hace inviable si
esto no se resuelve”.

Por eso, apunta, “dada la existencia de
este problema enorme, y que pone en
riesgo al sistema de justicia si es que
continúa, sorprende, o uno esperaría que
los órganos de gobierno, y me refiero al
Gobierno propiamente tal, pero también al
Parlamento y también al Poder Judicial o
la fiscalía, que tienen órganos de gobierno,
(…) tuviesen una evaluación de en qué
consiste el problema, cuáles son las difi-
cultades que están ocurriendo, y a partir
de ahí se generaran propuestas que pudie-
sen ser consensuadas y que se tradujeran
en reformas”.

A su vez, la académica de la U. de los
Andes Tatiana Vargas, sostiene que “un

juicio que cumpla la misma extensión
máxima que la investigación hace perder
las exigencias de inmediatez y de tempo-
ralidad pretendidas con la reforma”. “Dos
años parece desmedido, tanto frente a la
extensión de la investigación como con
atención a los fines del proceso y las ga-
rantías constitucionales”, puntualiza

Mientras que para el exfiscal Carlos
Gajardo es “una anomalía que un juicio oral
se demore más de un año en su tramita-
ción, pues se perjudica el proceso delibe-
rativo del tribunal”. 

En esta línea, cree que “hay que avanzar
en reformas legales que permitan depurar de
mejor manera la prueba, lo que además exige
un trabajo más sofisticado de los intervinien-
tes y de los jueces para filtrar la prueba”.
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